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1. INTRODUCCIÓN

El actual sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de ré-
gimen común que está vigente desde el 1 de enero de 2002, fue aprobado por
unanimidad en el Consejo de Política Fiscal y Financiera en su sesión de 27 de
julio de 2001 y posteriormente aceptado por cada Comunidad Autónoma en
las correspondientes Comisiones Mixtas bilaterales Estado–Comunidad Autó-
noma, que se celebraron en el primer trimestre del año 2002. En este epígra-
fe introductorio comentaremos brevemente las principales normas regulado-
ras de dicho sistema.

La regulación básica se contiene, en primer lugar, en la Constitución es-
pañola, concretamente en sus artículos 156 a 158. En el artículo 156 se reco-
gen los tres principios o pilares básicos que han de inspirar cualquier modelo
de financiación autonómica: autonomía financiera, solidaridad y coordina-
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ción. Junto a estos tres principios constitucionales hay que mencionar otro
que aparece en los nuevos Estatutos de Autonomía que ya se han aprobado
(Cataluña, Andalucía y Valencia), así como en diversos pronunciamientos del
Tribunal Constitucional sobre cuestiones relacionadas con la financiación au-
tonómica. Nos referimos al principio de responsabilidad fiscal, que tiene su
origen en la teoría del federalismo fiscal y conforme al cual los entes territo-
riales no sólo son responsables ante sus ciudadanos de las decisiones en mate-
ria de gasto, sino también de las decisiones en materia de ingresos.

El artículo 157 contiene una enumeración de los recursos con los que se
financiarán estos entes territoriales. Allí se mencionan, entre otros, los im-
puestos cedidos, sus propios tributos, participaciones en los ingresos del Esta-
do, rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho priva-
do y el producto de sus operaciones de crédito. Se trata de una enumeración
no cerrada sino abierta, circunstancia que responde a que en el momento en
que se aprobó la Constitución no se sabía cuál iba a ser el resultado final del
proceso histórico de descentralización política que se inició con su aproba-
ción. Si ni siquiera se sabía cuántas Comunidades Autónomas se constituirían,
cómo se iba a regular con detalle su sistema de financiación.

El artículo 158 está consagrado al principio de solidaridad, y en él se con-
templa la creación de un Fondo de Compensación para hacer efectivo dicho
principio y corregir los desequilibrios económicos interterritoriales, así como la
posibilidad de establecer en los Presupuestos Generales del Estado una asigna-
ción a las Comunidades Autónomas en función del volumen de los servicios y ac-
tividades estatales que hayan asumido y de la garantía de un nivel mínimo en la
prestación de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español.

Como veremos después algunas Comunidades Autónomas han estableci-
do en sus respectivos estatutos de autonomía disposiciones que se amparan
en este precepto con el fin de obtener recursos adicionales del Estado. En el
caso concreto de Andalucía la reclamación de la llamada deuda histórica tie-
ne su fundamento en esta norma y en la disposición adicional segunda tanto
del primitivo Estatuto como del recientemente aprobado. Precisamente, los
Estatutos de Autonomía constituyen la segunda norma básica en materia de
financiación autonómica. No nos extendemos ahora en esta cuestión porque
después examinaremos el contenido de los preceptos que el nuevo Estatuto
de Autonomía de Andalucía dedica a la cuestión de la financiación.

Para desarrollar el contenido de los preceptos constitucionales antes ci-
tados se aprobó la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financia-
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ción de las Comunidades Autónomas (en adelante LOFCA), que forma par-
te del bloque de la constitucionalidad en la cuestión que estamos estudiando.
Esta Ley tampoco concretó cuál debía ser la contribución relativa de cada
una de las fuentes de ingresos a la financiación de estos entes territoriales.
Como después comentaremos la LOFCA fue modificada por la Ley Orgánica
3/1996, de 27 de diciembre, que introdujo importantes cambios a fin de ha-
cer posible la cesión parcial del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi-
cas y la atribución a las Comunidades Autónomas de competencias normati-
vas con ciertos límites en relación con los impuestos que ya habían sido cedi-
dos con anterioridad.

En este breve repaso por las normas básicas que regulan la financiación
de las Comunidades Autónomas en la actualidad debemos citar finalmente la
Ley 21/2001, de 27 diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y ad-
ministrativas del nuevo sistema de financiación, en la que se recoge el conte-
nido del Acuerdo del Consejo de Política Fiscal y Financiera de 27 de julio de
2001, antes citado, con las modificaciones introducidas en las reuniones del
Pleno de dicho Consejo de 16 y 22 de noviembre de 2001, y la Ley 22/2001,
de 27 de diciembre, reguladora de los Fondos de Compensación Interterrito-
rial. Estas normas fueron aprobadas para poner en marcha las principales no-
vedades introducidas en la financiación de estos entes territoriales en 2001.
Después comentaremos algunos aspectos concretos de la Ley 21/2001.

2. EL PROCESO DE APROBACIÓN DEL SISTEMA DE FINANCIA-
CIÓN Y SU VOCACIÓN DE ESTABILIDAD

Como ya se ha avanzado en el apartado anterior la Constitución españo-
la no diseñó un sistema de financiación rígido sino que otorgó, en consonan-
cia con ese carácter abierto del modelo de Estado, un amplio margen de elec-
ción al legislador a fin de concretar cómo debían financiarse estos entes terri-
toriales. Como ha destacado la doctrina, al margen de sus defectos ese carác-
ter abierto del sistema ha permitido y sin duda permitirá también en el futu-
ro alcanzar cotas nada desdeñables de acuerdo político entre las administra-
ciones implicadas.

Tanto el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de ré-
gimen común vigente desde 2002 como los anteriores han nacido de un
pacto político entre el Estado y estos entes territoriales. Y ese pacto es el re-
sultado de una negociación política que se ha llevado siempre a cabo en dos
fases.
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La primera fase consiste en una negociación multilateral que se desarro-
lla en el Consejo de Política Fiscal y Financiera, que es un órgano al que ini-
cialmente se atribuyó un carácter “consultivo y de deliberación”, en el que están
representados el Estado y las Comunidades Autónomas. Tras la reforma de la
LOFCA por la Ley Orgánica 5/2001 que introdujo nuevas normas de estabili-
dad presupuestaria, el Consejo de Política Fiscal y Financiera pasó a configu-
rarse como un órgano de “coordinación”. A la vista de su naturaleza, las deci-
siones de este organismo no deberían pasar de ser meras recomendaciones sin
valor normativo alguno. Sin embargo, en los modelos de financiación ante-
riores al actualmente vigente las sucesivas Leyes de Presupuestos Generales del
Estado se limitaban a remitirse a las reglas previstas en los Acuerdos de dicho
Consejo. Pero desde el año 2001, fecha en la que se aprobó el actual modelo
de financiación en el Consejo de Política Fiscal y Financiera, las normas bási-
cas del modelo de financiación figuran en una Ley específica aprobada por las
Cortes Generales, como es la Ley 21/2001, antes citada. A esta cuestión se re-
fiere el Informe sobre la reforma del sistema de financiación autonómica, emitido por
la Comisión para el estudio y propuesta de un nuevo sistema de financiación de las Co-
munidades Autónomas aplicable a partir de 2002. Esta Comisión fue creada por la
Secretaría de Estado de Hacienda en septiembre de 2000 cuando se inició el
debate para la aprobación de un nuevo modelo que debería entrar en vigor a
partir de 1 de enero de 2002. Dicha Comisión, integrada por representantes
del Ministerio de Hacienda y diversos profesores universitarios, dejó bien cla-
ro en su Informe que no podía otorgarse a los acuerdos del Consejo carácter
de norma jurídica que vincule o limite las decisiones legislativas de las Cortes
Generales, porque un órgano consultivo, deliberante o de coordinación care-
ce de potestad legislativa. En este sentido, la Comisión concluyó lo siguiente:
“Y precisamente por ello insistimos en una circunstancia que consideramos
clave a la hora de diseñar y aprobar el nuevo sistema de financiación autonó-
mica: los acuerdos del Consejo de Política Fiscal y Financiera deben someter-
se a las decisiones legislativas que sobre el sistema deben adoptar las Cortes
Generales. Son ellas quienes deben debatir, enmendar y aprobar las normas
legales que articulan el nuevo de sistema de financiación autonómica. Esto es
así en nuestro Estado de Derecho (…) La modificación del sistema de finan-
ciación exige ley orgánica, de forma que pretender establecer un modelo con
relevancia paccionada, en el que la ley orgánica es una mera consecuencia del
acuerdo previo de un órgano consultivo constituye una grave quiebra del es-
quema constitucional”.

La segunda fase de la negociación tiene excepcional importancia puesto
que para que el modelo aprobado por el Consejo y cuyo contenido se incluye
en una Ley ordinaria resulte aplicable a una Comunidad Autónoma es preci-

Francisco Adame Martínez

122

REV ADMIN ESTUDIOS67  17/4/08  07:38  Página 122



so que ésta lo acepte en su respectiva Comisión Mixta. Las Comisiones Mixtas
son órganos bilaterales de relación entre el Estado y la Comunidad Autónoma
que se crearon con la finalidad de garantizar la financiación de los servicios
que el Estado iría transfiriendo a las Comunidades Autónomas. Nacieron pues
con una clara vocación de temporalidad, tal como lo demuestra el hecho de
que aparecieran reguladas en la disposición transitoria primera de la LOFCA.
Por ello, estos órganos tal vez deberían haber desaparecido una vez concluido
el llamado período transitorio, que marcó el tránsito desde un Estado con ad-
ministración centralizada a una Estado descentralizado desde el punto de vis-
ta financiero y político y que abarcó hasta 1986. Sin embargo, las Comisiones
Mixtas no sólo no han desaparecido sino que incluso han ido adquiriendo ca-
da vez mayor relevancia en las negociaciones para la aplicación del sistema de
financiación. En efecto, se han consolidado como órganos imprescindibles
para que las Comunidades Autónomas puedan negociar por separado con el
Estado, de manera que mientras que las Comunidades Autónomas no den su
conformidad en su respectiva Comisión Mixta el modelo acordado por el Con-
sejo de Política Fiscal y Financiera no se les aplicará. Esto es lo que ocurrió por
ejemplo con los representantes de las Comunidades de Andalucía, Extrema-
dura y Castilla–La Mancha que se opusieron en sus respectivas Comisiones
Mixtas a la aplicación del sistema de financiación aprobado por el Consejo de
Política Fiscal para el período 1997–2001, lo que determinó que estas Comu-
nidades Autónomas siguieran rigiéndose por el modelo aprobado para el pe-
ríodo 1992–1996.

La posibilidad de que alguna Comunidad Autónoma se niegue a aprobar
o aplicar el sistema de financiación fue una cuestión sobre la que también se
pronunció en su Informe la Comisión para el estudio y propuesta de un nuevo siste-
ma de financiación aplicable a partir de 2002. En opinión de la Comisión “no ca-
be que las Comunidades Autónomas puedan oponer un rechazo total al mo-
delo de financiación aprobado de conformidad con las leyes aprobadas por las
Cortes Generales en desarrollo de las previsiones constitucionales”. Otro asun-
to distinto es, según la Comisión, “lo que ocurre en el ámbito de una de las
piezas claves del sistema de financiación autonómica: los tributos cedidos por
el Estado”. Cuando se trata de las leyes de cesión de tributos, y así lo ha reco-
nocido el Tribunal Supremo en su Sentencia de 29 de enero de 1999, nos en-
contramos ante “una modalidad de leyes paccionadas, que ha surgido como
consecuencia del establecimiento por la Constitución de las Comunidades Au-
tónomas, leyes que antes de la elaboración del correspondiente proyecto de
ley exigen con carácter previo y necesario el acuerdo entre el Estado y las Co-
munidades Autónomas sobre las materias a regular…”. En el fondo, concluye
diciendo la Comisión, en relación con los tributos cedidos, quiérase o no “nos
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encontramos ante una materia que, amén de formar parte del modelo de fi-
nanciación, implica también la transferencia de competencias en ese ámbito
financiero, y en cuanto tal transferencia es indudable la necesaria aquiescen-
cia de la Comunidad Autónoma destinataria de la misma”. Y dicha aquiescen-
cia debe producirse en el seno de la Comisión Mixta Estado–Comunidad Au-
tónoma.

El nuevo Estatuto de Andalucía dedica su artículo 184 a la regulación de
la composición y funciones de esta Comisión que ahora pasa a llamarse Co-
misión Mixta de Asuntos Económicos y Fiscales Estado–Comunidad Autóno-
ma. Entre sus funciones se pueden destacar la concreción, aprobación, actua-
lización y el seguimiento del sistema de financiación, así como la canalización
del conjunto de relaciones fiscales y financieras de la Comunidad Autónoma
y el Estado; acordar el alcance y condiciones de la cesión de tributos de titu-
laridad estatal; establecer los mecanismos de colaboración entre la Adminis-
tración Tributaria de Andalucía y la Administración Tributaria del Estado, así
como los criterios de coordinación y armonización fiscal de acuerdo con las
características o naturaleza de los tributos cedidos; negociar el porcentaje de
participación de Andalucía en la distribución territorial de los fondos estruc-
turales europeos, así como estudiar las inversiones que el Estado realizará en
Andalucía. Sobre este último tema volveremos más adelante cuando comen-
temos la disposición relativa a la famosa “deuda histórica”.

Para respetar la posición del Consejo de Política Fiscal y Financiera en el
proceso de aprobación del sistema de financiación este precepto del Estatuto
añade al final de su apartado 1 que todas esas funciones las ejercerá la Comi-
sión Mixta “sin perjuicio de los acuerdos suscritos por la Junta de Andalucía
en esta materia en instituciones y organismos de carácter multilateral”.

Una de las características básicas de los modelos de financiación de las
Comunidades Autónomas vigentes hasta finales de 2001 era que los mismos
no resultaban aplicables indefinidamente sino que tenían una vigencia tem-
poral determinada. Hasta esa fecha, los modelos que se aprobaron tenían una
vigencia de cinco años. Precisamente la primera cuestión que se le formuló a
la Comisión para el estudio y propuesta de un nuevo sistema de financiación de las Co-
munidades Autónomas aplicable a partir de 2002, antes citada, fue que expresara
su opinión sobre el fundamento normativo de la aprobación quinquenal del
modelo de financiación autonómica y sobre la posibilidad de que se aprobase
un modelo de financiación sin referir su vigencia a un período de cinco años,
con independencia de las modificaciones o actualizaciones que sucesivamen-
te pudieran introducirse en el mismo. Dicha Comisión concluyó que el hecho
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de que el Consejo de Política Fiscal y Financiera estableciera una duración de-
terminada a la generalidad de un modelo de financiación, y no sólo a aquellos
recursos para los que se aceptaba su revisión en la LOFCA, no podía enten-
derse como vinculante, al menos jurídicamente, para los órganos estatales en
los que reside la competencia para definir dicho sistema mediante su aproba-
ción por Ley, esto es, las Cortes Generales. Una interpretación distinta su-
pondría, según dicha Comisión, atribuir al Consejo una función y una natu-
raleza que en cualquier caso no le corresponde como órgano de coordina-
ción, consultivo y de deliberación, que no puede considerarse como órgano
decisorio. Además, dicha interpretación ni se infiere del conjunto de normas
que regulan los diferentes mecanismos de financiación de las Haciendas au-
tonómicas, ni se ha positivizado en ninguno de los instrumentos normativos
que regulan jurídicamente el contenido de los acuerdos. Por tanto, el hecho
de que el Consejo de Política Fiscal y Financiera haya utilizado la referencia
temporal para proyectar la vigencia de un modelo de financiación completo
constituye un compromiso político realizado al margen de las exigencias nor-
mativas y que, por esa misma razón, no puede entenderse vinculante para las
Cortes Generales.

Acogiendo esa recomendación de la Comisión, el Gobierno propuso pa-
ra su aprobación en el Consejo de Política Fiscal y Financiera un modelo de fi-
nanciación no circunscrito a un quinquenio (2002–2006) sino de aplicación y
vigencia indefinida. El modelo vigente en la actualidad, que como ya hemos
indicado fue finalmente aprobado por el Consejo en su sesión de 27 de julio
de 2001, nació con vocación de estabilidad sin fijación de una vigencia tem-
poral determinada. No obstante, esta vocación de perdurabilidad no está re-
ñida, como bien advirtió la Comisión antes citada en su Informe, con la posi-
bilidad de efectuar aquellas reformas parciales que puedan requerir las cir-
cunstancias que sobrevengan en el futuro.

En ese sentido, la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos ha pu-
blicado recientemente un interesante estudio titulado Problemática del sistema
de financiación de las comunidades autónomas de régimen común regulado en la ley or-
gánica 8/1980 y en la ley 21/2001, en el que se analiza fundamentalmente el
comportamiento de los distintos recursos del sistema de financiación, con es-
pecial atención a los recursos tributarios, entre 1999 y 2004. En dicho Informe
se afirma que a pesar de la vocación de permanencia con la que fue aprobado
el sistema y de que sólo se dispone de cifras sobre la aplicación plena respec-
to de tres ejercicios (2002 a 2004), acontecimientos vinculados a las propias ca-
racterísticas del mismo, al incremento de la población de forma heterogénea
entre las Comunidades Autónomas (debido, fundamentalmente, a la inmi-
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gración), así como a factores endógenos y exógenos vinculados a la prestación
pública de la sanidad, entre otras razones, han hecho que se plantee el análi-
sis de lo acontecido durante los cinco años de vigencia del sistema (2002 a
2006). El Informe realiza pues un diagnóstico del actual sistema de financia-
ción, diagnóstico que debe servir de base para comenzar los trabajos de revi-
sión del mismo. Entre los aspectos más llamativos de este Informe destaca, en
lo que afecta a la Comunidad Autónoma de Andalucía, el crecimiento de la re-
caudación del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas con 20 puntos
porcentuales por encima de la media. Se trata de un crecimiento que tiene ex-
traordinaria importancia pues se ha producido en el caso de Andalucía con un
aumento de la población del 5,2%. Otras Comunidades Autónomas con im-
portantes crecimientos en la recaudación del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas, como es el caso de Murcia y Castilla–La Mancha, concreta-
mente de 29 y 26 puntos porcentuales, han tenido aumentos de población del
14% y 7%, respectivamente. Por tanto, el crecimiento de la recaudación por
IRPF en el caso de Andalucía resulta especialmente destacable ya que se ha
producido con un aumento menor de la población.

El artículo 177 del nuevo Estatuto de Andalucía, en la línea de lo dis-
puesto en el artículo 208 del Estatuto de Cataluña, se refiere a la actualización
del sistema de financiación, estableciendo que dicha actualización será quin-
quenal y que se tendrá en cuenta para ello “la evolución del conjunto de re-
cursos públicos disponibles y de las necesidades de gastos de las diferentes Ad-
ministraciones”. No obstante, se añade que dicha actuación deberá efectuarse
“sin perjuicio del seguimiento y eventualmente puesta al día de las variables
básicas utilizadas para la determinación de los recursos proporcionados por el
sistema de financiación”. La competencia para aprobar dicha actualización re-
cae sobre la Comisión Mixta de Asuntos Económicos y Fiscales Estado–Comu-
nidad Autónoma.

3. FUENTES DE FINANCIACIÓN DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Una vez que sabemos dónde se encuentra contenida la regulación básica
del sistema de financiación y cómo se aprueba dicho sistema es conveniente
examinar cuáles son las principales fuentes de financiación de las Comunida-
des Autónomas. Podemos distinguir para clarificar la situación varios bloques
de recursos.

El primer bloque está constituido por los recursos de naturaleza tributa-
ria. De ellos se ocupa el artículo 176 del nuevo Estatuto de Andalucía, con mu-
cho más detalle que el Estatuto anterior. Dentro de este bloque se incluyen en
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primer lugar los impuestos cedidos. Se trata de impuestos cuya regulación es
básicamente estatal, pero cuya recaudación se encuentra cedida total o par-
cialmente a las Comunidades Autónomas. Y decimos que la regulación es bá-
sicamente estatal porque las Comunidades Autónomas disponen de compe-
tencias normativas que les permiten regular determinados aspectos de estos
impuestos. En el epígrafe siguiente estudiaremos detenidamente esta impor-
tantísima fuente de financiación y los problemas que existen en la actualidad
como consecuencia del ejercicio por las Comunidades Autónomas de esas
competencias normativas.

En este primer bloque entrarían también los tributos autonómicos pro-
pios (impuestos, tasas o contribuciones especiales) que puedan crear las Co-
munidades Autónomas. También dedicaremos un epígrafe al estudio del pa-
pel que han desempeñado estos recursos en el sistema de financiación como
instrumentos de responsabilidad fiscal y el que pueden desempeñar en el fu-
turo, así como a comentar los conflictos a que han dado lugar en muchos ca-
sos ante el Tribunal Constitucional.

Y en tercer lugar, el nuevo Estatuto también cita entre los recursos de na-
turaleza tributaria los recargos sobre tributos estatales. Se trata de recursos a
los que se ha dispensado escasa atención tanto en la Constitución como en la
LOFCA. En efecto, el artículo 157.1, a) de nuestra Carta Magna simplemente
se limita a incluirlos en el listado de medios de financiación con que contarán
las Comunidades Autónomas. Por su parte, el artículo 12 LOFCA en la redac-
ción dada a este precepto por la Ley Orgánica 7/2001, de 27 de diciembre, ad-
mite los recargos como una fuente de financiación, añadiendo que los podrán
establecer las Comunidades Autónomas sobre los tributos del Estado suscepti-
bles de cesión, excepto en el Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Deter-
minados Hidrocarburos. Por lo que respecta al Impuesto sobre el Valor Aña-
dido e Impuestos Especiales únicamente podrán establecer recargos cuando
tengan competencias normativas en materia de tipos de gravamen. Por últi-
mo, se dispone que estos recargos no podrán configurarse de forma que pue-
dan suponer una minoración en los ingresos del Estado por dichos impuestos,
ni desvirtuar la naturaleza o estructura de los mismos. Hasta la fecha dos Co-
munidades Autónomas han establecido recargos sobre el Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas (en concreto País Vasco y Madrid, aunque este
último no llegó a aplicarse) y varias han creado recargos sobre los tributos so-
bre juegos de suerte, envite o azar.

Otro grupo importante de recursos de las Comunidades Autónomas está
constituido por los instrumentos que tratan de hacer efectivo el principio de
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solidaridad. Como ya ha quedado expuesto, el principio de solidaridad pre-
tende facilitar la consecución de un nivel equivalente en la prestación de ser-
vicios, al margen de la mayor o menor capacidad fiscal de cada Comunidad
Autónoma. En el sistema actualmente vigente, los principales instrumentos
previstos para hacer efectivo dicho principio son:

– Fondo de renta relativa. Tiene por objeto compensar la menor riqueza
relativa de la Comunidad Autónoma correspondiente. Para ello se utiliza co-
mo variable de reparto el índice ponderado de renta relativo previsto en el
artículo 4.A, d) de la Ley 21/2001. Este Fondo se distribuye entre aquellas Co-
munidades Autónomas cuyo índice de renta relativa es positivo y en propor-
ción a éste

– Fondo para paliar la escasa densidad de población. Dotado con 48,08 mi-
llones de euros, tiene por objeto reforzar el principio de solidaridad y se aplica
con el fin de paliar la situación en que se encuentran las Comunidades Autó-
nomas que hayan experimentado un proceso de despoblación importante. Este
Fondo se distribuye entre aquellas Comunidades Autónomas con una densidad
de población inferior a 27 habitantes por kilómetro cuadrado, siempre que, ade-
más, su extensión superficial sea inferior a 50.000 kilómetros cuadrados.

– Modulación de crecimiento. Determina que aquellas Comunidades cuya
renta por habitante sea inferior al 70 por 100 de la renta por habitante media
de las Comunidades Autónomas de régimen común no puedan crecer por de-
bajo del 120 por 100 de la media de crecimiento del conjunto de las Comuni-
dades de régimen común. A su vez, para las que se encuentren situadas entre el
70 y el 75 % de la renta por habitante media, la tasa de crecimiento de su fi-
nanciación no podrá ser inferior al 30 % de la tasa media de crecimiento del
conjunto de Comunidades Autónomas de régimen común. Por último, para las
que se hallen entre el 75 % y el 82 % de la renta por habitante media, la tasa de
crecimiento de su financiación no podrá ser inferior al 22 % de la tasa media
de crecimiento del conjunto de Comunidades Autónomas de régimen común.

– Fondo de desplazados (o de cohesión sanitaria). Mediante este Fondo
se trata de garantizar el acceso de todos los ciudadanos a los servicios sanita-
rios en todo el territorio nacional, independientemente de la Comunidad Au-
tónoma de residencia.

– Respeto del status quo. Determina que ninguna Comunidad Autónoma
perciba, para cada bloque competencial, menos recursos de los que le corres-
pondían con el sistema anterior.
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Con el fin de hacer efectivo también el principio de solidaridad y como
complemento de los anteriores instrumentos también debemos citar los Fon-
dos de Compensación Interterritorial, regulados en la Ley 22/2001, antes ci-
tada. Estos Fondos proceden del antiguo Fondo de Compensación Interterri-
torial que podía financiar gastos de inversión pero no gastos corrientes. Aho-
ra dicho Fondo se desdobla en dos distintos, el Fondo de Compensación, que
se ciñe estrictamente al mandato constitucional y el Fondo Complementario,
que puede financiar la puesta en marcha de inversiones hasta un máximo de
dos años. Junto a los Fondos también hay que mencionar las asignaciones de
nivelación de los servicios públicos fundamentales del artículo 15 de la LOF-
CA, que son recursos suplementarios que tienen por objeto garantizar una
prestación de los servicios de educación y sanidad sin grandes divergencias en
los diferentes territorios regionales. La Ley Orgánica 7/2001, de modificación
de la LOFCA y la Ley 21/2001 introdujeron importantes novedades en la re-
gulación de estas asignaciones, en el sentido de concretar las situaciones en las
que se considera que puede haber una desviación en el nivel mínimo de pres-
tación de los servicios citados de educación y sanidad.

Otra importante fuente de financiación de las Comunidades es el llama-
do Fondo de Suficiencia, que está previsto como mecanismo de cierre del sis-
tema. Su cálculo se realiza por diferencia, en el año base 1999, entre las nece-
sidades de financiación de cada Comunidad Autónoma y la valoración de los
recursos de naturaleza tributaria anteriores. Además el Fondo de Suficiencia
es el mecanismo de ajuste del Sistema a los cambios que puedan producirse
en las necesidades de financiación de las Comunidades Autónomas (por tras-
paso de servicios) o en los recursos (por nuevas cesiones de impuestos).

Además de estos recursos, la Ley 21/2001, establece el derecho de las Co-
munidades Autónomas a la percepción de una garantía para que tengan cu-
bierta una financiación mínima de los servicios de asistencia sanitaria durante
los tres primeros años de vigencia del sistema de financiación.

Entre las fuentes de financiación de las Comunidades Autónomas no pue-
de olvidarse citar las transferencias que estos entes territoriales perciben de la
Unión Europea, en particular los Fondos estructurales europeos que tienen
por finalidad aproximar sus niveles de renta y riqueza. Las cuantiosas transfe-
rencias que han venido recibiendo las Comunidades Autónomas por este con-
cepto han procedido fundamentalmente de tras instrumentos: el Fondo Eu-
ropeo de Desarrollo Regional, el Fondo Social Europeo y el Fondo de Orien-
tación y Garantía Agraria Sección Orientación. El artículo 185 del nuevo Es-
tatuto de Autonomía para Andalucía se refiere a la gestión de todos los fondos
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europeos que tengan como destinatario a la Comunidad Autónoma, atribu-
yéndola a ésta su gestión, planificación y ejecución, añadiendo que dichos
fondos podrán ser modulados con criterios sociales y territoriales, por su-
puesto siempre dentro del respeto a las normas europeas aplicables.

Antes de concluir esta enumeración de las fuentes de financiación debe-
mos mencionar los ingresos que puedan obtener estos entes territoriales a tra-
vés del recurso al endeudamiento, para el que se establecen importantes lími-
tes en el artículo 14 de la LOFCA. En desarrollo de lo allí dispuesto, el artículo
187 del nuevo Estatuto de Autonomía regula las condiciones en las que la Co-
munidad Autónoma puede emitir deuda pública, el volumen y características
de las emisiones, distinguiendo igual que la LOFCA entre operaciones de cré-
dito por plazo superior o inferior a un año.

Igualmente debemos mencionar los ingresos patrimoniales, a los que se
refiere el nuevo Estatuto en su artículo 188 y los derivados de multas o san-
ciones. Dentro de los ingresos patrimoniales se incluirían los recursos que de-
riven de la explotación o venta de los bienes que integran su patrimonio, por
la realización de actividades empresariales, así como los intereses que perci-
ban por las cuentas bancarias de las que sean titulares.

Con el fin de que pueda verse la importancia que tiene cada uno de estos
recursos en el sistema de financiación se incluye al final de este trabajo un cua-
dro que está tomado de los datos publicados en julio de 2006 por el Ministe-
rio de Economía y Hacienda sobre la liquidación del sistema de financiación
en el año 2004, que es el último ejercicio sobre el que se han publicado datos
hasta la fecha.

4. LOS IMPUESTOS CEDIDOS COMO INSTRUMENTOS DE CO-
RRESPONSABILIDAD FISCAL: DE LA CESIÓN DE RECAUDA-
CIÓN A LA CESIÓN DE COMPETENCIAS NORMATIVAS

Los impuestos cedidos constituyen en la actualidad la principal fuente de
financiación de las Comunidades Autónomas. De acuerdo con la redacción ac-
tual del artículo 10 de la LOFCA los tributos cedidos son aquellos establecidos
y regulados por el Estado cuyo producto, total o parcialmente, corresponde a
las Comunidades Autónomas, que también pueden ejercer, según los casos,
competencias normativas y de gestión sobre los mismos. Por tanto, el concep-
to de impuesto cedido conlleva actualmente tanto la cesión de todo o parte de
la recaudación de un determinado impuesto estatal, como la posibilidad de
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ejercer determinadas competencias normativas. Sin embargo, con anteriori-
dad al 1 de enero de 1997 la situación era distinta. En efecto, la primera Ley
de cesión de tributos a las Comunidades Autónomas, que fue la Ley 30/1983,
estableció un concepto de impuesto cedido en el que no cabía la cesión de
competencias normativas. Con buen criterio no se estimó oportuno cederles
competencias de ese tipo en relación con los impuestos estatales, ya que los be-
neficiarios de la cesión eran unos entes territoriales que aún no se habían con-
solidado como tales.

Dentro de los tributos cedidos el nuevo Estatuto de Andalucía distingue
en su artículo 178 dos grandes grupos:

1. Tributos estatales cedidos totalmente.

Aunque no lo haga el Estatuto de Andalucía, dentro de este primer gru-
po se puede a su vez distinguir entre los tributos cedidos tradicionales y los tri-
butos cedidos a partir de 2002.

A) Tributos cedidos tradicionales.

Son aquellos cuya recaudación se encuentra cedida desde la primera Ley
de cesión, la citada Ley 30/1983. Son los siguientes: Impuesto sobre el Patri-
monio, sobre Sucesiones y Donaciones, sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Jurídicos Documentados y los Tributos sobre el Juego. Hasta el 31 de di-
ciembre de 1996 estuvo cedida la totalidad de la recaudación de estos tributos
a las Comunidades Autónomas y las competencias para la gestión de los tres
últimos tributos, ya que en el caso del Impuesto sobre el Patrimonio la gestión
ha sido y sigue siendo compartida con la Agencia Estatal de Administración
Tributaria, dada la función de control que cumple el Impuesto sobre el Patri-
monio.

En contraste con estas amplias facultades en materia de gestión, las Co-
munidades Autónomas no dispusieron inicialmente de ninguna facultad nor-
mativa sobre estos impuestos. Fue a partir del 1 de enero de 1997 cuando se
les cedieron por el Estado competencias normativas que en los tres primeros
casos se circunscribían, con diversos condicionantes, al establecimiento de las
tarifas, a la fijación de coeficientes multiplicadores a aplicar en atención al pa-
trimonio preexistente y grado de parentesco y a la regulación de las reduccio-
nes en la base imponible del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. En los
tributos que gravan las diversas modalidades de juegos, las competencias nor-
mativas atribuidas a las Comunidades Autónomas eran más amplias ya que se
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les habían otorgado facultades para actuar sobre las exenciones, base imponi-
ble, tipo de gravamen, cuotas fijas, bonificaciones, devengo y diversos aspectos
relacionados con la gestión, entendiendo este término en sentido amplio. A
pesar de que formalmente siguen siendo tributos de titularidad estatal, la to-
talidad de aspectos importantes de estas figuras son regulados por las Comu-
nidades Autónomas. A la vista de la regulación actual quizás sería convenien-
te que los tributos sobre el juego pasen a ser tributos propios.

Con la entrada en vigor el 1 de enero de 2002 del sistema de financiación
autonómica vigente en la actualidad se produjo una ampliación de las com-
petencias normativas en relación con estos impuestos cedidos tradicionales.

En relación con el Impuesto sobre el Patrimonio, en el que hasta el 31 de
diciembre de 2001 la tarifa debía cumplir los requisitos de tener una estructu-
ra con progresividad similar a la del Estado y ser idéntica a la de éste en cuan-
to a la cuantía del primer tramo de base liquidable y tipo marginal mínimo, la
novedad que se introdujo consistió en que la tarifa ya no tendrá condicionan-
te alguno, pudiendo incluso fijarse un único tipo de gravamen. Hasta la fecha,
las Comunidades Autónomas han hecho poco uso de su competencia para re-
gular la tarifa de este impuesto pues solo Cantabria ha establecido una tarifa
distinta de la regulada por la ley estatal. Ahora bien, sí se han aprobado en es-
te período diferentes cuantías de mínimos exentos, en algunos casos aplicables
con carácter general y en otros solo aplicables a contribuyentes minusválidos.

También se ampliaron con la entrada en vigor del nuevo modelo de fi-
nanciación las competencias normativas en relación con el Impuesto sobre
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, de manera que
las Comunidades Autónomas pueden en la actualidad regular el tipo de gra-
vamen en las transmisiones de bienes muebles e inmuebles, la constitución y
cesión de derechos reales que recaigan sobre los mismos, así como en el arren-
damiento de bienes muebles e inmuebles. Durante el período 1998–2001 sie-
te Comunidades Autónomas incrementaron el tipo de gravamen de la moda-
lidad de Transmisiones Patrimoniales Onerosas aplicable a las transmisiones
de inmuebles, que pasó del 6% al 7%. El resto de las Comunidades de régi-
men común adoptaron esta misma medida en el período 2002–2005, por lo
que en la actualidad el gravamen de esta modalidad se exige al 7% en todas
las CCAA, con la excepción de Canarias que lo ha elevado al 6,5%. Por lo que
se refiere a la cuota gradual de la modalidad Actos Jurídicos Documentados,
en el período 2002–2005 todas las Comunidades Autónomas de régimen co-
mún han incrementado el tipo pasando del 0,5% al 1%, a excepción de Ca-
narias que lo ha fijado en el 0,75%.
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Por lo que respecta al Impuesto sobre Sucesiones con el nuevo modelo de
financiación también se ampliaron las competencias normativas ya que desa-
parecieron los condicionantes que existían para la tarifa, de manera que en la
actualidad las Comunidades Autónomas pueden aprobar una tarifa sin tramos
con un único tipo de gravamen. Por otra parte, también se les permitió esta-
blecer reducciones para las transmisiones inter vivos que respondan a circuns-
tancias de carácter económico o social propias de cada una de ellas. Las Co-
munidades Autónomas han hecho escaso uso de su competencia para regular
la tarifa del impuesto (solo dos de ellas han aprobado una tarifa distinta de la
establecida en la norma estatal, pero con pocas diferencias respecto de ésta).
En cambio, sí han hecho masivamente uso de sus facultades normativas tanto
para la modificación de los requisitos para el disfrute de reducciones en la ba-
se imponible establecidos en la normativa estatal como para la creación de re-
ducciones propias, fundamentalmente en el ámbito de la transmisión de em-
presas familiares, vivienda habitual y explotaciones agrarias. En el epígrafe si-
guiente nos ocuparemos de los problemas que han surgido como consecuen-
cia del ejercicio de competencias normativas en relación con este tributo con
el objetivo de eliminarlo para las transmisiones a favor de hijos o del cónyuge.

B) Otros tributos cedidos totalmente a partir de 2002

Con la entrada en vigor del actual sistema de financiación se cedieron
también otros tributos que hasta entonces eran de titularidad estatal. Algunos
de ellos se cedieron sólo parcialmente, como ocurrió con el Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas, Impuesto sobre el Valor Añadido y los Impues-
tos Especiales sobre Hidrocarburos, Labores del Tabaco, Cerveza, Vino y Be-
bidas Fermentadas, Productos Intermedios y sobre Alcohol y Bebidas Deriva-
das. De ellos nos ocuparemos en el siguiente apartado. Ahora nos vamos a li-
mitar a comentar los impuestos que se cedieron totalmente.

Dentro de los impuestos cuya recaudación líquida se cedió totalmente a
partir de 2002 tenemos en primer lugar al Impuesto sobre la Electricidad. En
relación con este tributo no se han cedido competencias normativas a las Co-
munidades Autónomas.

En segundo término, dentro de este grupo se incluye también el Impues-
to Especial sobre Determinados Medios de Transporte. Se encuentra cedido a
las Comunidades Autónomas el 100% de su recaudación líquida, así como fa-
cultades normativas en relación con los tipos de gravamen, aunque con de-
terminados límites. En concreto, las Comunidades Autónomas pueden modi-
ficar los tipos en un 10%. Este margen para la elevación del tipo ha sido in-
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crementado por la Ley 25/2006, de 17 de julio, por la que se modifica el ré-
gimen fiscal de las reorganizaciones empresariales y del sistema portuario y se
aprueban medidas tributarias para la financiación sanitaria y para el sector del
transporte por carretera, pasando del 10% al 15%. Hasta el momento ningu-
na Comunidad ha ejercido competencias en este impuesto.

En tercer lugar, se cedió a las Comunidades un tributo que fue creado
por la Ley 21/2001, antes citada. Se trata del llamado Impuesto sobre las Ven-
tas Minoristas de Determinados Hidrocarburos, exigible en todo el territorio
español con excepción de Canarias, Ceuta y Melilla. Su tipo de gravamen es la
suma de un tipo estatal y otro tipo autonómico, que se concreta en una ban-
da dentro de la que cada Comunidad Autónoma puede fijar el nivel de tribu-
tación. Hasta el momento sólo algunas Comunidades Autónomas han hecho
uso de sus competencias normativas en este impuesto. Este es el caso de Ma-
drid que aprobó el tramo autonómico en 2002, Asturias, Galicia y Cataluña
que lo implantaron en 2004 y Castilla–La Mancha y Valencia que lo han he-
cho en 2006. La Ley 25/2006, de 17 de julio, por la que se modifica el régi-
men fiscal de las reorganizaciones empresariales y del sistema portuario y se
aprueban medidas tributarias para la financiación sanitaria y para el sector del
transporte por carretera, ha ampliado la banda dentro de la cual las Comuni-
dades Autónomas pueden fijar el tramo autonómico del impuesto. Su recau-
dación en la parte derivada del tipo estatal quedará afectada a la cobertura de
gastos de naturaleza sanitaria, mientras que para la parte que proceda de los
tipos de gravamen autonómicos la Ley que lo creó dispone podrá dedicarse a
financiar actuaciones medioambientales.

2. Tributos cedidos parcialmente o compartidos

La nómina de tributos cedidos se ha ido incrementando con ocasión de
las sucesivas reformas del sistema de financiación autonómica en el marco del
proceso de descentralización de ingresos desde la Hacienda estatal hacia las
Haciendas autonómicas. Este proceso ha ido acompañado de una reducción
simultánea de las transferencias que las Comunidades Autónomas venían per-
cibiendo en concepto de su participación en ingresos del Estado. Esta des-
centralización de ingresos nos ha conducido a que los principales impuestos
del sistema tributario español sean tributos cedidos parcialmente o “tributos
compartidos” entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

En el actual sistema de financiación se encuentran cedidos parcialmente
a las Comunidades Autónomas el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fí-
sicas, el Impuesto sobre el Valor Añadido y los Impuestos Especiales sobre Hi-
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drocarburos, Labores del Tabaco, Cerveza, Vino y Bebidas Fermentadas, Pro-
ductos Intermedios y sobre Alcohol y Bebidas Derivadas. Tan sólo quedan en
manos del Estado, puesto que no se han cedido, los tributos que gravan el trá-
fico exterior, el Impuesto sobre Sociedades, el Impuesto sobre la Renta de No
Residentes y el Impuesto sobre Primas de Seguros.

El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se cedió parcialmente
a las Comunidades Autónomas a partir del 1 de enero de 1997. Esta cesión tu-
vo su origen en el Acuerdo de investidura y gobernabilidad que firmaron, tras
las elecciones generales de marzo de 1996, el Partido Popular y Convergencia
y Unión. Esta cesión parcial se instrumentó en dos fases. En la primera se ce-
dió a las Comunidades Autónomas que aceptaron el modelo de financiación
el 15% de la recaudación del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
a través del abatimiento de la tarifa estatal al 85% de los tipos de gravamen.
En la segunda fase, que se iniciaría cuando se completase el traspaso de com-
petencias en materia de educación no universitaria, se abatiría otro 15% la ta-
rifa estatal para así alcanzar un porcentaje de cesión del 30%. Con la aproba-
ción en 2001 del modelo vigente en la actualidad este porcentaje se elevó has-
ta situarlo en el 33% de la recaudación del impuesto.

Las Comunidades Autónomas disponen desde 1997 de importantes com-
petencias normativas en relación con este tributo. Hasta el momento, sólo una
Comunidad Autónoma concretamente Madrid ha hecho uso de sus facultades
para reducir la tarifa autonómica del impuesto con efectos a partir del 1 de
enero 2007. En el siguiente apartado comentaremos esta decisión de la Co-
munidad madrileña que también ha abierto una guerra entre las Comunida-
des Autónomas. Donde sí han coincidido todas las Comunidades Autónomas
es en hacer uso de sus competencias para aprobar deducciones propias rela-
cionadas con el nacimiento o adopción de hijos, por cuidado de ascendientes
y descendientes, exigiéndose para su aplicación diversos requisitos, así como
en relación con la adquisición de vivienda o el alquiler. Algunas aplican estas
deducciones de forma general y otras limitan su aplicación a determinados co-
lectivos, como jóvenes o minusválidos, o a determinados tipos de vivienda, co-
mo vivienda protegida o vivienda situada en el ámbito rural.

Junto al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas también se en-
cuentra cedido parcialmente a las Comunidades Autónomas desde el 1 de
enero de 2002 el 35% de la recaudación líquida por Impuesto sobre el Valor
Añadido, así como el 40% de la recaudación líquida por Impuesto sobre la
Cerveza, sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, sobre Productos Intermedios,
sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, sobre Hidrocarburos y sobre las Labores
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del Tabaco En relación con estos tributos no se han cedido competencias nor-
mativas porque al tratarse de impuestos armonizados hay que respetar las dis-
posiciones contenidas en la normativa comunitaria que impide tal posibilidad.
La incorporación de estas figuras a la nómina de tributos cedidos se debió a la
inclusión de la sanidad entre los servicios que se financiarían mediante el sis-
tema de financiación. Hasta finales de 2001 la sanidad estaba fuera del siste-
ma de financiación y se regía por un sistema especial. La incorporación de es-
ta importante competencia al sistema hizo necesario ceder parte o la totalidad
de la recaudación de las principales figuras del sistema tributario.

El artículo 178 del nuevo Estatuto contiene una previsión importante pa-
ra el caso de que sea necesaria su modificación en el sentido de incluir algún
nuevo tributo en la nómina de impuestos cedidos o de eliminar alguno de
ellos. Se trata de su apartado 2 que dispone que su contenido se podrá modi-
ficar mediante acuerdo del Estado con la Comunidad Autónoma, que será tra-
mitado como proyecto de ley, sin que ello se considere una modificación del
Estatuto. Además se recuerda en su apartado 3 que el alcance y condiciones
de la cesión serán fijados en todo caso por la Comisión Mixta “mencionada en
el artículo 181”. En este punto advertimos un descuido que puede deberse a
los cambios que ha sufrido el proyecto de reforma durante la tramitación par-
lamentaria porque dicho artículo 181 se refiere a la organización de la Admi-
nistración de la Comunidad Autónoma en materia tributaria.

CUADRO RESUMEN DE LOS TRIBUTOS CEDIDOS POR EL ESTADO A
LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS
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IMPUESTO RENDIMIENTO NORMATIVA GESTIÓN

TRIBUTOS TOTALMENTE CEDIDOS TRADICIONALES

I.Patrimonio Comunidades Compartida CCAA 
Autónomas compartida

con la AEAT

ITPAJD Comunidades Compartida Comunidades
Autónomas Autónomas

I.Sucesiones y Comunidades Compartida Comunidades
Donaciones Autónomas Autónomas

Tributos sobre Comunidades Compartida Comunidades
el juego Autónomas Autónomas
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TRIBUTOS TOTALMENTE CEDIDOS A PARTIR DE 2002

I. Electricidad Comunidades Estado AEAT
Autónomas

I.Especial Medios Comunidades Compartida Comunidades
Transporte Autónomas Autónomas

I.Ventas Minoristas Comunidades Compartida Comunidades
Hidrocarburos Autónomas Autónomas

TRIBUTOS CEDIDOS PARCIALMENTE O COMPARTIDOS

IRPF Compartido Compartido AEAT
(33%)

IVA Compartido Estado AEAT
(35%)

I.Especiales
(Cerveza, Vino,
Alcohol, Compartido Estado AEAT
Hidrocarburos y (40%)
Tabaco)

TRIBUTOS NO CEDIDOS

I. Tráfico exterior Estado/Unión Estado/Unión AEAT
Europea Europea

I.Sociedades Estado Estado AEAT

I.Renta No Estado Estado AEAT
Residentes

I. Primas Seguros Estado Estado AEAT
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5. PROBLEMAS DE COMPETENCIA FISCAL ENTRE COMUNIDA-
DES AUTÓNOMAS EN RELACIÓN CON EL IMPUESTO SOBRE
SUCESIONES Y DONACIONES

Como avanzamos en el epígrafe anterior, en relación con el Impuesto so-
bre Sucesiones y Donaciones se ha generado una interesante problemática ya
que a través del ejercicio por las Comunidades Autónomas de las competen-
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cias normativas que se les reconocen en relación con este tributo se ha abier-
to una “guerra fiscal” entre ellas. Nos referimos a la tendencia generalizada
que se advierte en los últimos años en las Comunidades de régimen común a
la práctica eliminación del gravamen que recae sobre las transmisiones a favor
de los hijos menores de 21 años, medida que algunas Comunidades van ex-
tendiendo, progresivamente, también a las transmisiones a favor del cónyuge
y descendientes de cualquier edad. A pesar de ser un impuesto de titularidad
estatal, porque aunque se ceda la recaudación del tributo y competencias nor-
mativas el titular del tributo sigue siendo el Estado y por tanto sólo el Estado
lo puede suprimir, las Comunidades Autónomas a través de diversas técnicas
como el establecimiento de reducciones en la base imponible, deducciones o
bonificaciones en la cuota o aprobación de coeficientes multiplicadores infe-
riores a la unidad, prácticamente han suprimido este impuesto.

Prescindiendo de las Comunidades forales, en la actualidad aproximada-
mente un 40 por 100 de los contribuyentes españoles (alrededor de 17 millo-
nes de españoles) está prácticamente exento, o lo estará a lo largo de este año,
de tributar por el Impuesto sobre Sucesiones. Además de los casos ya conoci-
dos del País Vasco y Navarra, no tributarán prácticamente por este tributo los
contribuyentes que residan en las Comunidades de Baleares, Cantabria, Casti-
lla y León, Comunidad Valenciana, La Rioja, Madrid y Murcia. En estas Co-
munidades Autónomas se aplica una bonificación en la cuota para las trans-
misiones mortis causa a favor de los hijos y otros parientes cercanos que impli-
ca la práctica exención del tributo. Aparte de esta bonificación en la mayoría
de Comunidades Autónomas (aparte de las ya citadas habría también que
mencionar a Andalucía, Aragón, Asturias, Canarias y Castilla–La Mancha) se
aplican reducciones que afectan a la transmisión mortis causa o inter vivos de
empresas familiares, vivienda habitual o explotaciones agrarias.

En relación con el Impuesto sobre Donaciones también algunas Comu-
nidades Autónomas se han lanzado a aprobar importantes reducciones que
prácticamente han conducido a la eliminación del gravamen. La primera en
hacerlo ha sido la Comunidad de Madrid que a través de su Ley 7/2005, de 23
de diciembre, aprobó para los contribuyentes residentes en su territorio una
bonificación del 99 por 100 en el Impuesto sobre Donaciones. El 1 por 100
restante lo mantiene a efectos de control fiscal. Esta medida afecta a las dona-
ciones percibidas por los sujetos incluidos en los grupos I y II de parentesco
de los previstos en el artículo 20.2.a) de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre,
del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, es decir, descendientes, adopta-
dos, cónyuges, ascendientes y adoptantes del donante. A estos efectos, se asi-
milarán a cónyuges los miembros de uniones de hecho que cumplan los re-
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quisitos establecidos en la Ley 11/2001, de 19 de diciembre, de Uniones de
Hecho de la Comunidad de Madrid. El problema es, como ahora explicare-
mos, que esta medida también está beneficiando a los residentes en otras Co-
munidades Autónomas que compren un inmueble en Madrid y posterior-
mente lo donen a sus hijos.

Desde que entró en vigor esta medida el 1 de enero de 2006 se ha pro-
ducido un incremento considerable en el número de donaciones en Madrid.
En efecto, desde ese momento los asesores fiscales están recomendando a sus
clientes titulares de grandes patrimonios que si desean realizar donaciones en
vida a sus hijos sin apenas coste fiscal alguno pueden hacerlo donándoles un
inmueble situado en la Comunidad de Madrid. Como el punto de conexión
en el caso de donación de inmuebles es el lugar donde radique dicho inmue-
ble, la operación tributaría por el Impuesto sobre Donaciones en Madrid, es
decir, beneficiándose de la reducción. Por tanto, ni donante ni donatario ten-
drían que tener fijada su residencia en Madrid para tributar en esta Comuni-
dad Autónoma por dichas donaciones, a diferencia de lo que ocurre con las
herencias, porque en éstas se aplica la normativa de la región donde vivía la
persona fallecida.

Para el donatario la operación desde el punto de vista fiscal es tremenda-
mente atractiva por varios motivos. En primer lugar porque al recibir el piso
situado en la Comunidad de Madrid por donación prácticamente no tributa-
ría por ese impuesto a dicha Comunidad. Y en segundo lugar, porque si lo que
quiere es dinero posteriormente podría vender el inmueble donado inmedia-
tamente o cuando quisiera y sólo tributaría por la ganancia patrimonial que
obtuviera, si es que hubiera ganancia patrimonial, al tipo del 18 por 100 que
es el gravamen que soporta el ahorro en el Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas desde el 1 de enero de 2007. Por poner un ejemplo, nada impi-
de que un padre residente en Andalucía que quiera realizar una donación sin
apenas soportar coste fiscal a su hijo, residente en Valencia, le compre un pi-
so a dicho hijo en Madrid.

Por poner un ejemplo para que se vea la diferencia pensemos por ejem-
plo en un padre viudo y residente en Madrid que dona a su único hijo que vi-
ve en Toledo un inmueble de su propiedad situado en el Paseo de Gracia de
Barcelona. El valor de dicho piso a efectos del Impuesto sobre Sucesiones y
Donaciones es de 300.000 euros. Supongamos que el hijo tiene un patrimonio
anterior de 380.000 euros. En este caso la cuota del impuesto que tendría que
pagar como consecuencia de esta donación se elevaría a algo más de 53.000
euros.
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En cambio, pensemos en un padre viudo residente en Barcelona que
dona a su único hijo que reside también en Toledo un piso situado en el Pa-
seo de la Castellana de Madrid, valorado también en 300.000 euros, siendo
también 380.000 euros el patrimonio preexistente del hijo. En este caso la
cuota sería algo más de 500 euros. Evidentemente la operación tendría al-
gún coste fiscal porque habría que pagar el 1 por 100 de Impuesto sobre Ac-
tos Jurídicos Documentados, pero en todo caso estos costes serían inferiores
a los que se generarían si se tuviera que tributar por la donación en otra Co-
munidad Autónoma que no fuera Madrid. Para que ese coste fuera mínimo
la compra y la donación tendrían que ser simultáneas porque de otra forma
el progenitor podría también tener que rendir cuentas a Hacienda por el
Impuesto sobre la Renta por la plusvalía generada con ocasión de la dona-
ción del inmueble.

Cuando la donación fuera en metálico o en cualquiera de los bienes o de-
rechos contemplados en el artículo 12 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del
Impuesto sobre el Patrimonio, la bonificación del 99 por 100 solo resultará
aplicable cuando el origen de los fondos donados esté debidamente justifica-
do, siempre que, además, se haya manifestado en el propio documento públi-
co en que se formalice la transmisión el origen de dichos fondos.

¿Qué ventajas obtiene la Comunidad de Madrid con esta medida? En
principio cabría pensar que el establecimiento de una reducción del 99 por
100 para las donaciones de padres e hijos le supone una pérdida de recau-
dación importante. Efectivamente, hay pérdida de recaudación en el Im-
puesto sobre Sucesiones y Donaciones. Pero se trata de un tributo que no es
desde luego el más importante en términos recaudatorios para ninguna Co-
munidad. Esa pérdida de recaudación que desde luego ha sido real se ha vis-
to compensada sobradamente con el incremento de transmisiones de in-
muebles que se han producido en la Comunidad de Madrid por parte de los
beneficiarios de las donaciones de inmuebles. Y estas transmisiones están su-
jetas a otro tributo también cedido a las Comunidades Autónomas como es
la modalidad Transmisiones Patrimoniales Onerosas del Impuesto sobre
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. Por tanto, es-
tos tributos irían a parar a las arcas de la Comunidad de Madrid. Por tanto,
para la Comunidad de Madrid ese incremento en el número de transmisio-
nes aparte de que ha generado un incremento importante en la actividad
económica de la Comunidad también le ha supuesto un incremento en la re-
caudación por Impuesto sobre Transmisiones que ha compensado con cre-
ces lo que se ha dejado de recaudar en concepto de Impuesto sobre Suce-
siones y Donaciones.
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A la vista de lo anterior, cabría preguntarse si tiene sentido mantener
el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. Existen argumentos a favor y
en contra de este tributo, pero se trata de una cuestión ajena a este traba-
jo. Únicamente nos limitamos a dejar indicado que tal y como ha quedado
configurado el tributo con la introducción de tantas reducciones por parte
del Estado y, sobre todo, por parte de las Comunidades Autónomas se ha
convertido en un impuesto tremendamente injusto. ¿Qué sentido tiene que
un contribuyente que herede las participaciones de una empresa familiar
valorada en varios millones de euros prácticamente se encuentre exento del
tributo y, en cambio, un contribuyente que herede dinero en una cuenta
corriente sí tenga que soportar un tributo, que por cierto es fuertemente
progresivo?

6. EL PAPEL DE LOS IMPUESTOS PROPIOS EN EL SISTEMA DE
FINANCIACIÓN. LA HABILITACIÓN DE ESPACIOS FISCALES
PROPIOS PARA LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

La Constitución española atribuyó poder tributario a las Comunidades
Autónomas para que pudiesen establecer sus propios tributos y gozar así de
autonomía financiera, no sólo en la vertiente del gasto sino también en la del
ingreso. Hasta la fecha el tributo más utilizado ha sido sin duda alguna la ta-
sa. Aparte de las tasas autonómicas que están vinculadas a competencias y ser-
vicios que se han transferido a las Comunidades Autónomas, éstas han creado
también otras muchas tasas vinculadas a otros servicios.

Pero las Comunidades Autónomas han sido también muy activas a la ho-
ra de establecer impuestos propios. Como bien se indica en el Informe re-
cientemente publicado por el Ministerio de Economía y Hacienda que lleva
por título Problemática del sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de
régimen común regulado en la Ley Orgánica 8/1980 y en la Ley 21/2001, antes cita-
do, las Comunidades Autónomas han creado hasta el momento cincuenta im-
puestos propios. De estos cincuenta, han sido recurridos ante el Tribunal
Constitucional argumentando la vulneración de algún precepto contenido en
el llamado bloque de la constitucionalidad hasta un total de diecisiete, lo que
denota un grado de conflictividad importante.

Los bloques fundamentales son los impuestos sobre el agua (catorce) y
los impuestos sobre el bingo (nueve), categorías que han sido pacíficas desde
el punto de vista constitucional, circunscribiéndose la conflictividad a los im-
puestos restantes, que se pueden agrupar en:
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– Impuestos sobre emisiones contaminantes a la atmósfera (cinco, en-
tre ellas Andalucía)

– Impuestos sobre instalaciones o actividades que inciden en el medio
ambiente

(cuatro)
– Impuestos sobre residuos (seis, entre ellas Andalucía)
– Impuestos sobre grandes superficies comerciales (cuatro)
– Impuestos sobre propiedad infrautilizada (tres, entre ellas Andalu-

cía)
– Otros, como el impuesto sobre depósitos en entidades de crédito, so-

bre productos derivados del petróleo, sobre aprovechamientos cine-
géticos y el gravamen de protección civil.

Las Comunidades Autónomas que más impuestos propios han creado y
tienen vigentes han sido Andalucía (seis), Madrid (cinco) y Murcia (cinco).
Les siguen Aragón, Asturias, Extremadura y Cataluña, con cuatro impuestos
cada una, Castilla–La Mancha, Galicia e Islas Baleares con tres cada una. Las
que menos impuestos propios han creado han sido Canarias, Cantabria, La
Rioja y Comunidad Valenciana, con un solo impuesto cada una. Finalmente,
solo la Comunidad de Castilla y León carece en la actualidad de impuestos
propios.

El nuevo Estatuto de Autonomía para Andalucía establece en su artículo
175.2, d) que nuestra Comunidad “dispondrá de un espacio fiscal propio”.
¿Cómo debe interpretarse esta expresión? ¿Se trata de una mera declaración
de intenciones o más bien estamos ante un mandato al legislador para que la
Comunidad Autónoma cuente con un mayor espacio que el que dispone has-
ta ahora para poder establecer impuestos propios? Nos inclinamos por esta se-
gunda interpretación, aunque hay que tener en cuenta que actualmente exis-
ten importantes límites constitucionales al ejercicio del poder tributario auto-
nómico que han sido establecidos por el Estado.

Como consecuencia de los límites que ahora expondremos las Comuni-
dades Autónomas deben hacer un importante esfuerzo de imaginación fiscal
para encontrar hechos o materias imponibles que no hayan sido ya gravados
por el Estado. Resulta, pues, extraordinariamente difícil inventar nuevos im-
puestos. Veamos cuáles son los principales límites.

El primero de estos límites está previsto en el artículo 6.2 LOFCA. En él
se dispone que las Comunidades Autónomas “no pueden establecer tributos
sobre hechos imponibles gravados por el Estado”. El alcance de esta prohibi-
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ción ha sido precisado por el Tribunal Constitucional con ocasión de un re-
curso de inconstitucionalidad planteado contra los preceptos de la Ley anda-
luza 8/1984, de 3 de julio, de Reforma Agraria que regulan el llamado Im-
puesto sobre Tierras Infrautilizadas, un tributo que nunca ha sido aplicado.
En aquella ocasión el Tribunal afirmó que el artículo 6.2 LOFCA “no tiene por
objeto impedir a las Comunidades Autónomas que establezcan tributos pro-
pios sobre objetos materiales o fuentes impositivas ya gravadas por el Estado,
porque, habida cuenta de que la realidad económica en sus diferentes mani-
festaciones está toda ella virtualmente cubierta por tributos estatales, ello con-
duciría (…) a negar en la práctica la posibilidad de que se creen, al menos,
por el momento, nuevos impuestos autonómicos” (STC 37/1987), añadiendo
que nada impide que “en relación con una misma materia impositiva, el le-
gislador pueda seleccionar distintas circunstancias que den lugar a otros tan-
tos hechos imponibles, determinantes a su vez de figuras tributarias diferen-
tes”. En realidad, lo que quiere prohibir esa norma, según concluye el Tribu-
nal, es “la duplicidad de hechos imponibles, estrictamente” [STC 37/1987, FJ
14 y en términos similares STC 186/1993, FJ 4 c)]. Esta acertada jurispruden-
cia del Tribunal Constitucional ha servido para no cerrar el hecho que la
Constitución había abierto al ejercicio del poder tributario de las Comunida-
des Autónomas.

La mayoría de impuestos creados por las Comunidades Autónomas hasta
la fecha no plantean ningún problema de compatibilidad respecto de esta
norma porque cuando se crearon no existía ningún impuesto estatal sobre los
hechos imponibles gravados por dichos impuestos. Ello se debe a que una par-
te muy importante de ellos recae sobre el medio ambiente o el juego, que son
materias sobre las que el Estado central había mostrado un tradicional aban-
dono. En ambos casos se trata de sectores cuyo gravamen no generaba pro-
blemas de rechazo social. En efecto, socialmente no está mal visto establecer
tributos sobre el medio ambiente o sobre el juego. En el primer caso existe
además un principio recogido en el Tratado de la Unión Europea que es el de
quien contamina paga, que pretende hacer recaer los costes de la reparación
de los daños ambientales sobre sus causantes. Y en cuanto al juego, tampoco
hay especiales problemas porque el jugador demuestra una capacidad econó-
mica que fundamenta el gravamen de esta actividad.

No obstante, en alguna ocasión se ha planteado ante los Tribunales de
justicia la posible vulneración del artículo 6.2 LOFCA. Esto ha ocurrido por
ejemplo en el caso del Impuesto gallego sobre la contaminación atmosférica.
Galicia fue la primera Comunidad que estableció un tributo sobre emisiones
contaminantes a la atmósfera. En este caso se denunciaba un solapamiento
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entre dicha figura y el Impuesto estatal sobre Electricidad. En este punto com-
partimos los razonamientos expresados por el Tribunal Superior de Justicia de
Galicia en su Sentencia de 17 de noviembre de 2005. Como señala con clari-
dad el Tribunal no existe doble imposición porque los hechos imponibles de
ambas figuras son diferentes. Así, el hecho imponible del impuesto gallego es-
tá constituido por la emisión de sustancias contaminantes, es decir, por el he-
cho de contaminar. En cambio, en el Impuesto sobre Electricidad, el hecho
imponible es la fabricación o producción, importación y adquisiciones intra-
comunitarias de energía eléctrica. La diferencia por tanto está en que mien-
tras que en el tributo gallego lo que se grava es el foco de contaminación, en
el impuesto estatal lo que se grava es un producto final que es la electricidad.

La duda en cambio sí podría plantearse en el supuesto de que el Estado
crease ahora un impuesto que gravase el mismo hecho imponible que el tri-
buto gallego. En ese caso sería de aplicación lo previsto en el artículo 6.4 LOF-
CA. Este precepto que hasta la fecha no ha sido aún aplicado dispone que
cuando el Estado, en el ejercicio de su potestad tributaria originaria establez-
ca tributos sobre hechos imponibles gravados por las Comunidades Autóno-
mas, que supongan a éstas una disminución de ingresos, instrumentará las me-
didas de compensación o coordinación adecuadas en favor de las mismas.

El segundo límite a la creación de impuestos autonómicos al que quere-
mos referirnos está previsto en el apartado 3 del artículo 6 de la LOFCA. Con-
forme a esta norma, las Comunidades Autónomas sólo podrán establecer tri-
butos sobre materias ya gravadas por las Corporaciones Locales “en los su-
puestos en que dicha legislación lo prevea y en los términos que la misma con-
temple”. Además, en caso de hacerlo, hay que tener en cuenta que de confor-
midad con lo previsto en ese precepto “deberán establecerse las medidas de
compensación o coordinación adecuadas a favor de aquellas Corporaciones,
de modo que los ingresos de tales Corporaciones Locales no se vean merma-
dos ni reducidos tampoco en sus posibilidades de crecimiento futuro”.

Por el momento la legislación de régimen local, a través de la disposición
adicional quinta de la Ley 39/1988, de Haciendas Locales, ha previsto sólo dos
supuestos en los que será aplicable dicha previsión. Se trata de las materias im-
ponibles gravadas por el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica y el
Impuesto Municipal sobre Gastos Suntuarios en su modalidad de aprovecha-
mientos de caza y pesca. El principal problema que a nuestro juicio plantea es-
te artículo 6.3 LOFCA es el de clarificar si el legislador con la expresión “ma-
terias” quiso referirse al concepto de hecho imponible o al de materia impo-
nible. El Tribunal Constitucional se ha pronunciado sobre esta cuestión en su
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Sentencia 289/2000, de 30 de noviembre, con ocasión de un recurso de in-
constitucionalidad planteado contra el Impuesto sobre instalaciones que inci-
den en el medio ambiente creado por Baleares. El Tribunal declara la in-
constitucionalidad de este tributo, por entender que se configura como un im-
puesto sobre el patrimonio inmobiliario “que incide en la misma materia im-
ponible que la del Impuesto municipal sobre Bienes Inmuebles, incurriendo
por ello en la prohibición prevista en el apartado 3º del artículo 6 LOFCA”.
Esta Sentencia del Tribunal Constitucional nos parece de extraordinario inte-
rés porque fue la primera dictada hasta la fecha por este Tribunal en la que se
hizo referencia a los principios o directrices que deben respetar las Comuni-
dades Autónomas a la hora de establecer tributos ambientales.

Quizás, lo verdaderamente interesante de esta Sentencia no es tanto la
propia declaración de inconstitucionalidad del tributo balear como el esfuer-
zo que realiza el Tribunal Constitucional para tratar de poner un poco de or-
den en el complejo y disperso campo de la fiscalidad ambiental. El máximo in-
térprete de nuestra Constitución llega a la conclusión de que por mucho que
la exposición de motivos exteriorice esa pretendida finalidad protectora del
medio ambiente, estamos “en presencia de un tributo que no grava directa-
mente la actividad contaminante, sino la titularidad de unas determinadas ins-
talaciones y (…) el hecho de que el valor de esas instalaciones se calcule me-
diante la capitalización de los ingresos no trasmuta lo que es impuesto sobre
unos elementos patrimoniales en un impuesto sobre actividades contaminan-
tes”. A juicio del Tribunal, este tributo “bajo la aparente finalidad protectora
del medio ambiente, no arbitra instrumento alguno que se dirija a la conse-
cución de ese fin, con lo que, a la postre, no grava la capacidad económica pre-
tendidamente sometida a imposición, como una forma de contribuir al soste-
nimiento del gasto público que genera la indebida, o incluso debida, utiliza-
ción del medio ambiente (manifestación concreta del principio de quien con-
tamina paga)”. Si lo efectivamente gravado fuese la actividad contaminante,
prosigue el Tribunal, “se habrían sometido a imposición todas aquellas insta-
laciones, cualquiera que fuese la clase de actividad a la que se hallasen afectas,
que de alguna manera pudiesen atentar contra ese medio ambiente, buscan-
do un efecto disuasorio o estimulante de la realización de conductas dañinas
o protectoras del entorno ecológico en el que se desenvuelve la actividad”. Por
todo lo anterior, el Tribunal concluye que el tributo balear es inconstitucional
por configurarse como un “impuesto sobre el patrimonio inmobiliario” y gra-
var la misma materia imponible que el Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Por
tanto, si este impuesto balear hubiese gravado realmente la actividad conta-
minante ninguna objeción cabría hacerle desde la perspectiva del artículo 6.3
LOFCA en relación con el Impuesto municipal sobre Bienes Inmuebles, ya
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que según el Tribunal “ambos impuestos gravarían fuentes de riqueza distin-
tas y, en consecuencia, afectarían a materias imponibles dispares”.

En relación con el contenido del artículo 6.3 LOFCA el Tribunal afirma
que se trata de un límite que “reconduce la prohibición de duplicidad impo-
sitiva a la materia imponible efectivamente gravada por el tributo en cuestión,
con independencia del modo en que se articule por el legislador el hecho im-
ponible” (STC 289/2000, FJ 4). El Tribunal Constitucional considera, por tan-
to, que cuando el legislador utilizó en el artículo 6.3 LOFCA la expresión “ma-
terias” quiso referirse al concepto materia imponible y no al hecho imponible.
A nuestro juicio la interpretación que realiza el Tribunal del alcance y conte-
nido de dicho precepto resulta discutible. Con el debido respeto que nos me-
rece el Alto Tribunal, creemos que en su razonamiento no ha tenido en cuen-
ta una premisa básica. Los diversos apartados del artículo 6 LOFCA deben ser
interpretados de forma coordinada, porque en ese precepto se establecen va-
rias reglas de conflicto en la distribución del poder tributario entre los diver-
sos niveles de gobierno. Por ello, no parece demasiado lógico que el legislador
quisiera aludir en el apartado 3 a la materia imponible, cuando antes en el apar-
tado 2 había empleado la expresión hecho imponible. pensamos que el legisla-
dor usó la palabra “materias” por una simple fórmula de estilo, para evitar la
repetición en tres ocasiones en un mismo precepto de la expresión hecho im-
ponible. Además, en la redacción original del Proyecto de Ley Orgánica de Fi-
nanciación de las Comunidades Autónomas se utilizaba en el precepto que es-
tamos analizando la expresión “hechos imponibles”. Más tarde, en el borrador
del Preinforme de la Ponencia se podía leer que las Comunidades Autónomas
“podrán establecer tributos sobre las materias (hechos imponibles)…”. Aun-
que posteriormente se suprimiera el paréntesis, estaba clara desde el principio
cuál era la intención del legislador.

Pero prescindiendo ahora del problema del alcance exacto que debe dar-
se a la expresión “materias”, lo que no cabe discutir es que si se quiere dejar
un hueco a las Comunidades Autónomas para que puedan desplegar su poder
tributario y ejercer su responsabilidad fiscal ante los ciudadanos, no tiene de-
masiado sentido concluir que el apartado 3 les prohíbe la posibilidad de in-
ventar tributos sobre materias imponibles ya gravadas por las Corporaciones
Locales. Si ello es así, el poder tributario de las Comunidades Autónomas se-
ría un poder muy limitado y me atrevería a decir casi vacío de contenido real.
Por todo lo anterior, entendemos que sería conveniente que el legislador to-
mase en consideración la posibilidad de modificar la redacción del apartado
3 del artículo 6 LOFCA a fin de sustituir la expresión “materias” por “hecho
imponible”.
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Otro importante grupo de límites al ejercicio del poder tributario auto-
nómico está constituido por los principios previstos en los artículos 157.2 y
139.2 de la Constitución. Todos ellos se refieren a la posible actuación de las
Comunidades Autónomas en ejercicio de dicho poder en el ámbito territorial
que le es propio.

El artículo 157.2 de la Constitución dice lo siguiente:

“Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medi-
das tributarias sobre bienes situados fuera de su territorio o que supongan obs-
táculo para la libre circulación de mercancías o servicios”.

En esta norma se formulan dos principios diferentes. Conforme al primero
de ellos, que usualmente suele denominarse por la doctrina como principio de te-
rritorialidad o con la sugerente expresión de ausencia de carga fiscal extraterritorial
se prohíbe a las Comunidades Autónomas gravar bienes situados en el territorio
de otra Comunidad. El segundo es el denominado principio de neutralidad, con-
forme al cual estos entes territoriales no pueden crear obstáculos fiscales a la li-
bre circulación de mercancías o servicios. Este segundo principio prohíbe, por
tanto, la creación de cualquier tipo de barrera fiscal o aduanera como por ejem-
plo la introducción de un gravamen sobre cualquier bien o servicio que preten-
da entrar o salir del mercado interior de una Comunidad Autónoma.

El segundo precepto citado se refiere a esta misma cuestión pero regulán-
dola con mayor amplitud. El artículo 139.2 de la Constitución, en el que se con-
sagra implícitamente el principio de unidad de mercado ordena lo siguiente:

“Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamen-
te obstaculicen la libertad de circulación y establecimiento de las personas y la
libre circulación de bienes en todo el territorio español”.

Esta norma contiene también dos prohibiciones. La primera de ellas afec-
ta a las personas, a las que no se hace referencia en el artículo 157.2, y consis-
te en que las Comunidades Autónomas no pueden adoptar ningún tipo de
medida (no sólo tributaria sino de cualquier otra índole) que pueda ser con-
siderada como un obstáculo para las decisiones que puedan adoptar las per-
sonas sobre el establecimiento en uno u otro territorio. La segunda prohibi-
ción se refiere a los bienes y es también más general que la contenida en el
artículo 157.2. En concreto lo que se prohíbe a las Comunidades Autónomas
en el artículo 139.2 es la aprobación de medidas de cualquier tipo que puedan
limitar u obstaculizar la libre circulación de bienes en España.
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7. OTRAS NOVEDADES DEL ESTATUTO ANDALUZ EN MATERIA
DE FINANCIACIÓN AUTONÓMICA

Después de examinar el papel de los recursos tributarios (impuestos ce-
didos e impuestos propios) en el sistema de financiación y de comentar los
principales problemas que plantean en la actualidad, vamos a comentar, aun-
que sea brevemente, otras novedades que introduce el Estatuto de Autonomía
para Andalucía recientemente aprobado en materia de financiación autonó-
mica. El nuevo Estatuto contiene una regulación mucho más detallada que el
antiguo sobre la Hacienda de la Comunidad Autónoma porque dedica a esta
cuestión el Capítulo III del Título VI, que abarca desde los artículos 175 al 194.

La regulación de la Hacienda de la Comunidad se inicia en el artículo 175
con una enumeración de los principios generales que supone una mejora sus-
tancial respecto de lo previsto en el Estatuto anterior. Allí se citan los princi-
pios constitucionales básicos de la financiación autonómica como son el de au-
tonomía financiera, solidaridad y coordinación. A ellos se añaden otros prin-
cipios como son: igualdad en el acceso y prestación de servicios y bienes pú-
blicos; suficiencia financiera que según se indica atenderá a la población real
efectiva y en su caso a la protegida, así como a su evolución; garantía de fi-
nanciación de los servicios de educación, sanidad y otros servicios sociales
esenciales del estado de bienestar para alcanzar niveles similares en el con-
junto del Estado siempre que se lleve a cabo un esfuerzo fiscal similar; res-
ponsabilidad fiscal, de acuerdo con los principios constitucionales de genera-
lidad, equidad, progresividad, capacidad económica, coordinación y transpa-
rencia en las relaciones fiscales y financieras entre las Administraciones Públi-
cas; lealtad institucional, coordinación (que se repite hasta en tres ocasiones
en el precepto que estamos comentando) y colaboración con la Hacienda es-
tatal y con las restantes haciendas públicas; nivelación de los servicios a que se
refiere el artículo 158.1 de la Constitución; libre definición del destino y vo-
lumen del gasto público para la prestación de los servicios a su cargo, sin per-
juicio de las exigencias de estabilidad presupuestaria; prudencia financiera y
austeridad y participación mediante relaciones multilaterales en los organis-
mos que proceda, relacionados con la financiación autonómica.

Esta enumeración de principios generales de la Hacienda de la Comuni-
dad Autónoma se completa con el artículo 179 del nuevo Estatuto que con-
tiene los principios rectores de la potestad tributaria. Después de recordar que
dicha potestad para establecer tributos y recargos corresponde al Parlamento
de la Comunidad, este precepto dispone que la misma se ejercerá con arreglo
a los principios constitucionales de justicia material de los tributos del artículo
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31.1 de la Constitución que son: capacidad económica, justicia, generalidad,
igualdad, equitativa distribución de la carga tributaria, progresividad y no con-
fiscatoriedad. Por otra parte, este artículo 179 contiene otra novedad impor-
tante que no aparece en otros Estatutos ya aprobados ni tampoco en los pro-
yectos que se están tramitando actualmente en las Cortes Generales. En con-
creto se alude en su apartado 2 a la función extrafiscal de los tributos cuando
se afirma que “podrán ser instrumentos de política económica en orden a la
consecución de un elevado nivel de progreso, cohesión, protección ambiental
y bienestar social”. En particular queremos destacar la referencia que se hace
a la protección ambiental, porque Andalucía ha sido pionera en el estableci-
miento de tributos ambientales.

Actualmente se están aplicando en Andalucía cuatro tributos ambienta-
les: impuesto sobre emisiones de gases a la atmósfera, impuesto sobre vertidos
al litoral, impuesto sobre depósito de residuos radiactivos e impuesto sobre de-
pósito de residuos peligrosos. Fueron creados por la Ley 18/2003, por la que
se aprueban medidas fiscales y administrativas. Inicialmente se pensó en in-
cluirlos en una Ley General de Fiscalidad Ambiental, pero finalmente razones
de calendario obligaron a incluirlos en la citada Ley de acompañamiento a los
Presupuestos. Pero el nuevo Estatuto, retoma de nuevo la idea de aprobar una
Ley General de Fiscalidad Ambiental, hasta el punto de que su artículo 206,
en su apartado 2, contiene una previsión que entendemos que constituye un
indudable acierto al disponer que: “Una ley del Parlamento de Andalucía re-
gulará medidas de fiscalidad ecológica, preventivas, correctoras y compensa-
torias del daño ambiental en el marco de la Ley Orgánica a que se refiere el
artículo 157.3 de la Constitución española”. Cuando se desarrolle esta previ-
sión estatutaria Andalucía pasará a convertirse en la primera Comunidad en
aprobar una Ley de Fiscalidad Ambiental.

Otra novedad importante que introduce el nuevo Estatuto es la creación
de una Agencia Tributaria Andaluza. El artículo 181 del nuevo Estatuto, que
está inspirado en el artículo 204 del Estatuto catalán, dispone en su apartado
2 que corresponderá a dicha Agencia, en primer lugar, la gestión, liquidación,
recaudación e inspección de todos los tributos propios. En segundo lugar, y
por delegación del Estado, también se encomendará a dicha Agencia la ges-
tión, liquidación, recaudación e inspección de los tributos estatales totalmen-
te cedidos a la Junta de Andalucía. En tercer término, por lo que respecta a
los demás impuestos cedidos cuya gestión corresponde a la Agencia Estatal de
Administración Tributaria (es decir, el Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas, el Impuesto sobre el Valor Añadido y los Impuestos Especiales a ex-
cepción del Impuesto sobre Determinados Medios de Transporte y el de Ven-
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tas Minoristas de Determinados Hidrocarburos) el párrafo 2 del apartado 2 de
dicho artículo 181 dispone que “podrá establecerse un régimen de colabora-
ción para su gestión compartida cuando así lo exija la naturaleza del tributo”.
A tal efecto, prosigue diciendo el precepto que “se constituirá en el ámbito de
la Comunidad Autónoma un consorcio con participación paritaria de la Ad-
ministración tributaria estatal”, añadiéndose en su apartado 3, en esta misma
línea, que la Comunidad Autónoma participará, en la forma que se determi-
ne “en los organismos tributarios del Estado responsables de la gestión, liqui-
dación, recaudación e inspección de los tributos estatales cedidos parcial-
mente”. En relación con estos tributos, el apartado 3 del artículo 180 del Es-
tatuto andaluz contempla la posibilidad de que la Comunidad Autónoma pue-
da recibir del Estado la delegación de la gestión, liquidación, recaudación e
inspección de dichos tributos.

Este precepto tiene su antecedente en el Estatuto catalán que en su
artículo 204 contempla la posibilidad de que la Administración tributaria de
la Generalidad se encargue por delegación de la gestión, recaudación, liqui-
dación e inspección de estos impuestos estatales cedidos recaudados en Cata-
luña, estableciendo para ello el compromiso de creación en el plazo de dos
años de un Consorcio o ente equivalente en el que participarán de forma pa-
ritaria la Agencia Estatal de Administración Tributaria y la Agencia Tributaria
de Cataluña. Este compromiso no estaba previsto en la versión original del Es-
tatuto sino que se incorporó durante la fase de tramitación parlamentaria del
Estatuto catalán, inspirándose en lo dispuesto en la disposición adicional se-
gunda del Proyecto de Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Canarias
que en ese momento estaba en fase de presentación de enmiendas.

La Generalidad ha aprobado recientemente el Proyecto de Ley de crea-
ción de la Agencia Tributaria de Cataluña (aparece publicado en el Boletín
Oficial del Parlamento de Cataluña núm. 31, de 12 de febrero de 2007). Su
artículo 2, que se encarga de enumerar las funciones que le corresponden, ha
dado lugar a una interesante polémica entre la Generalidad de Cataluña y el
Ministerio de Economía Hacienda sobre las competencias de este consorcio.
En opinión de la Generalidad de Cataluña para cumplir escrupulosamente lo
que dispone el artículo 204 del Estatuto catalán este consorcio debería gestio-
nar no sólo el Impuesto sobre la Renta sino también el Impuesto sobre el Va-
lor Añadido. En cambio, el Ministerio de Economía y Hacienda entiende que
las competencias de este consorcio deben limitarse al Impuesto sobre la Renta.

Volviendo al Estatuto andaluz hay que subrayar también como novedad
que el artículo 181 dispone en su apartado 4 que la Administración Tributaria
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de Andalucía podrá asumir, por delegación, la gestión tributaria en relación
con los tributos locales. De esta forma se prevé la posibilidad de que la Admi-
nistración tributaria autonómica se ocupe de lo que actualmente vienen ha-
ciendo algunos organismos dependientes de las Diputaciones Provinciales.

En relación con las Entidades Locales hay otro precepto que introduce
un cambio que nos parece de gran importancia. Se trata del artículo 192 que
establece el compromiso de aprobación por ley de la participación de las En-
tidades Locales en los tributos de la Comunidad Autónoma a través de un fon-
do de nivelación municipal de carácter incondicionado.

Otra norma que merece ser citada en este repaso por las normas que re-
gulan la financiación de la Comunidad Autónoma en el Estatuto andaluz es el
artículo 183.5, que al regular las relaciones financieras entre la Comunidad y la
Administración Tributaria del Estado establece una garantía de compensación
en caso de reforma del sistema tributario que implique supresión de tributos o
variación de los ingresos que percibe la Comunidad. Conviene advertir que el
artículo 59 del Estatuto anterior, aprobado por Ley Orgánica 6/1981, de 30 de
diciembre, ya establecía que en el caso de que como consecuencia de una re-
forma o modificación del sistema tributario estatal resultase una “variación sen-
sible de aquellos ingresos de la Comunidad Autónoma que dependen de los tri-
butos estatales”, el Estado debía adoptar, de acuerdo con la Comunidad Autó-
noma, las medidas de compensación oportuna. En el nuevo Estatuto, aparte de
que desaparece el término “sensible”, que podría suponer un obstáculo a la po-
sibilidad de articular las oportunas medidas de compensación, se refuerza la ga-
rantía de la Comunidad a percibir esa compensación ya que se dice literal-
mente que Andalucía tiene “derecho” a que el Estado adopte dichas medidas
para que la Comunidad “no vea reducidas ni menguadas las posibilidades de
desarrollo de sus competencias ni de su crecimiento futuro”.

Por otra parte, se añade en este mismo precepto que estamos comentan-
do otro aspecto novedoso cuando se establece que, de acuerdo con el princi-
pio de lealtad institucional, se valorará el impacto financiero, positivo o nega-
tivo, que las disposiciones generales aprobadas por el Estado tengan sobre la
Comunidad Autónoma o bien que las aprobadas por la Comunidad Autóno-
ma tengan sobre el Estado, en un período de tiempo determinado “en forma
de una variación de las necesidades de gasto o de la capacidad fiscal, con la fi-
nalidad de establecer los mecanismos de ajuste necesarios.”

También nos interesa comentar en este análisis de la regulación de la fi-
nanciación autonómica contenida en el nuevo Estatuto su artículo 182. Inspi-
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rándose en el artículo 205 del Estatuto catalán, el artículo 182 del Estatuto an-
daluz dispone que la Comunidad Autónoma asumirá, por medio de sus pro-
pios órganos económico–administrativos, la revisión en vía administrativa de
las reclamaciones que los contribuyentes interpongan contra los actos de ges-
tión tributaria dictados por la Agencia Tributaria andaluza, incluso, con res-
pecto a los tributos cedidos por el Estado. Actualmente, la competencia para
la revisión de los actos de gestión tributaria dictados por la Administración au-
tonómica corresponde a los Tribunales Económico–Administrativos Regiona-
les, que son órganos administrativos (y no auténticos tribunales de justicia a
pesar de su denominación) integrados en la Administración General del Esta-
do. A partir de la entrada en vigor del nuevo Estatuto esta situación, que en
nuestra opinión podía calificarse de irregular, cambiará porque las compe-
tencias de revisión serán asumidas por órganos económico–administrativos de
la Comunidad Autónoma aunque, como bien se advierte en el inciso final del
primer párrafo del artículo 182, “sin perjuicio de las competencias en materia
de unificación de criterio que le corresponden a la Administración General
del Estado”. Y en su segundo párrafo se añade que a estos efectos, la Junta de
Andalucía y la Administración General del Estado podrán “acordar los meca-
nismos de compensación que sean precisos para el adecuado ejercicio de las
funciones de revisión en vía económico–administrativa”.

El último precepto en el que nos vamos a detener en este apartado es la dis-
posición adicional tercera del Estatuto andaluz que se refiere a las inversiones en
Andalucía. En su apartado 1 se dispone que el gasto de inversión del Estado con
destino a Andalucía “deberá garantizar de forma efectiva el equilibrio territorial,
en los términos del artículo 138.1 y 2 de la Constitución”. Pero sobre todo nos in-
teresa detenernos en su apartado 2 en el que se establece el compromiso del Es-
tado de destinar a Andalucía una inversión que “será equivalente al peso de la po-
blación andaluza sobre el conjunto del Estado para un período de siete años”.
Con esta finalidad se constituirá una Comisión integrada por representantes de
la Administración estatal y autonómica. Se trata de una norma con un contenido
que recuerda a la disposición adicional tercera del Estatuto catalán que bajo el tí-
tulo “Inversiones en infraestructuras” establece que la inversión del Estado en Ca-
taluña en infraestructuras, excluido el Fondo de Compensación Interterritorial,
“se equiparará a la participación relativa del producto interior bruto de Cataluña
con relación al producto interior bruto del Estado para un período de siete años”.
En ambos casos estamos ante disposiciones en las que el Estado se compromete a
un determinado volumen de inversiones en una Comunidad Autónoma.

Inspirándose en esta disposición del Estatuto catalán el Proyecto de Esta-
tuto aprobado por el Parlamento de Baleares y remitido a las Cortes Genera-
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les (véase Boletín Oficial de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados, Núm.
B–251–1 de 30 de junio de 2006) contenía una norma en virtud de la cual el
Estado tendría que dedicar en los próximos diez años el 2,5 por 100 de sus in-
versiones a Baleares, y que el monto total no podrá ser inferior a tres mil mi-
llones de euros. Y todo ello para compensar los déficits acumulados por la fal-
ta de inversiones públicas en las islas por la insuficiente dotación económica
en materia de educación, sanidad y servicios sociales y por el constante incre-
mento de la población.

Durante la tramitación parlamentaria del Estatuto de Baleares en el Con-
greso de los Diputados los dos principales partidos políticos acordaron modi-
ficar el contenido de la disposición transitoria novena de dicho Estatuto que
en la versión finalmente aprobada por esta Cámara (véase el Boletín Oficial de
las Cortes Generales, Congreso de los Diputados Núm. B–251–16, de 29 de diciem-
bre de 2006) dispone en su apartado 1 que mientras “las Cortes Generales, en
aplicación de lo previsto en la Disposición adicional sexta no aprueben la mo-
dificación de la Ley 30/1998, de 29 de julio, del Régimen Especial de las Islas
Baleares y, en todo caso, en un plazo no superior a siete años, la inversión del
Estado se establecerá atendiendo a la inversión media per cápita realizada en
las Comunidades Autónomas de régimen común, determinada con arreglo a
la normativa estatal, homogeneizando las actuaciones inversoras realizadas en
dichas comunidades para permitir su comparabilidad y teniendo presentes las
circunstancias derivadas de los hechos diferenciales y excepcionales de la Co-
munidad Autónoma de las Islas Baleares con incidencia en la cuantificación
de la inversión pública.”

También contiene una disposición similar el Proyecto de Estatuto de Ara-
gón que actualmente se está tramitando en las Cortes Generales (véase el Bo-
letín Oficial de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados, Núm. B–253–1 de 8
de septiembre de 2006). Nos referimos a su Disposición adicional sexta que es-
tablece que para la fijación de las inversiones del Estado en Aragón en infra-
estructuras, “se tendrán en consideración, con carácter prioritario, la superfi-
cie del territorio, los costes diferenciales de construcción derivados de la oro-
grafía, así como su condición de comunidad fronteriza, y se incorporarán cri-
terios de equilibrio territorial a favor de las zonas más despobladas.”

El último Proyecto de Estatuto de Autonomía que ha entrado en las Cor-
tes Generales también incluye una disposición similar a las que estamos co-
mentando. Nos referimos a la disposición adicional única del Proyecto de Es-
tatuto remitido por las Cortes de Castilla–La Mancha (Boletín Oficial de las Cor-
tes Generales, Congreso de los Diputados, Núm. B–276–1 de 09 de febrero de 2007)
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que dispone que la inversión anual en infraestructuras del Estado en esta Co-
munidad Autónoma, excluido el Fondo de Compensación Interterritorial, “se-
rá al menos equivalente al porcentaje medio que resulte de considerar el pe-
so de la población regional sobre el conjunto del Estado, la participación re-
lativa del producto interior bruto de Castilla–La Mancha con relación al del
Estado y el porcentaje que representa la extensión territorial de la Comunidad
Autónoma sobre la extensión territorial del Estado.” También debemos citar
en este sentido la Disposición transitoria tercera del Proyecto de Estatuto cas-
tellano–manchego que establece que con objeto de acelerar el proceso de
convergencia, y en tanto el producto interior bruto por habitante de Casti-
lla–La Mancha se equipare a la media por habitante española, “el Estado rea-
lizará inversiones complementarias en Castilla–La Mancha por un importe
equivalente al uno por ciento del producto interior bruto regional. Dichas in-
versiones tendrán carácter extraordinario y serán adicionales a las que corres-
pondan conforme a lo establecido en la disposición adicional.”

Todas estas disposiciones que hemos citado establecen con distintos ma-
tices el compromiso del Estado de realizar determinadas inversiones en cada
Comunidad Autónoma. La cuestión que se plantea en relación con estas nor-
mas y que a nuestro juicio merecería desde luego un estudio más detenido, es
si una Comunidad Autónoma a través de su Estatuto de Autonomía puede de-
cidir lo que el Estado tiene que invertir en su territorio.

8. CONSIDERACIONES SOBRE LA “DEUDA HISTÓRICA” A LA LUZ
DE LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
13/2007

El último apartado de este trabajo está dedicado al análisis de una dispo-
sición estatutaria que ha generado bastante polémica en los últimos años. Se
trata de la disposición adicional segunda del Estatuto de Autonomía aproba-
do por Ley Orgánica 6/1981, que ha dado lugar en Andalucía a reivindica-
ciones en torno a lo que se ha llamado “deuda histórica”. El nuevo Estatuto
contiene una disposición similar como ahora veremos.

La disposición adicional segunda del Estatuto de 1981 decía así:

“1. Dadas las circunstancias socio–económicas de Andalucía, que impiden
la prestación de un nivel mínimo en alguno o algunos de los servicios efecti-
vamente transferidos, los Presupuestos Generales del Estado consignarán, con
especificación de su destino y como fuentes excepcionales de financiación,
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unas asignaciones complementarias para garantizar la consecución de dicho
nivel mínimo.

2. Los criterios, alcance y cuantía de dichas asignaciones excepcionales se-
rán fijados para cada ejercicio por la Comisión Mixta paritaria Estado–Comu-
nidad Autónoma a que se hace referencia en el apartado 2 de la Disposición
transitoria sexta.”

Estas asignaciones especiales previstas únicamente en el Estatuto andaluz
y el extremeño constituyen una concreción de las previstas en el artículo 158.1
de la Constitución para garantizar el nivel mínimo en la prestación de servi-
cios públicos fundamentales. Estas asignaciones, desarrolladas por el artículo
15 LOFCA, se caracterizan por su carácter complementario por lo que las Co-
munidades Autónomas sólo podrían ser beneficiarias de ellas en el supuesto
de que los recursos obtenidos a través de las demás fuentes de financiación re-
sultasen insuficientes para garantizar ese nivel mínimo. Además, se trata de
asignaciones condicionadas y con un marcado carácter finalista, pues el
artículo 15.2 LOFCA exige que aparezcan consignadas en los Presupuestos
Generales del Estado “con especificación de su destino” y que se destinen en
todo caso a financiar la prestación de servicios públicos fundamentales. La pri-
mera vez que se establecieron estas asignaciones fue en la Ley 12/1996, de 30
de diciembre, que aprobó los Presupuestos Generales del Estado para 1997.
Su Sección 32 consignó con este objetivo un crédito por importe de 10.000 mi-
llones de pesetas. Al año siguiente, la Ley 65/1997, de 30 de diciembre, de
Presupuestos Generales del Estado para 1998, incrementó en 2.000 millones
de pesetas la dotación presupuestaria destinada a hacer efectivas estas asigna-
ciones. A las dificultades políticas para poner de acuerdo a las Comunidades
Autónomas con el Estado se han sumado la falta de concreción sobre los ser-
vicios públicos que se pueden calificar fundamentales y sobre qué ha de en-
tenderse por nivel mínimo en la prestación de dichos servicios.

La disposición adicional segunda del nuevo Estatuto andaluz sigue con-
templando la necesidad de consignar estas asignaciones en los Presupuestos
Generales del Estado, aunque introduciendo una importante novedad como
es la fijación de un plazo de dieciocho meses para negociar y cuantificar la
deuda y tres años para su pago a partir de la entrada en vigor del mismo. En
concreto, la disposición adicional segunda del nuevo Estatuto dice así:

“1. La disposición adicional segunda del Estatuto de Autonomía aproba-
do por Ley Orgánica 6/1981, de 30 de diciembre, determinó que los Presu-
puestos Generales del Estado debían consignar, con especificación de su des-
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tino y como fuentes excepcionales de financiación, unas asignaciones com-
plementarias para hacer frente a las circunstancias socio–económicas de An-
dalucía.

2. La Comisión Mixta de Transferencias Administración del Estado–Co-
munidad Autónoma de Andalucía aprobó el Acuerdo suscrito entre la Admi-
nistración del Estado y la citada Comunidad Autónoma, percibiendo esta últi-
ma un anticipo a cuenta de las citadas asignaciones.

En dicho Acuerdo se recogía la existencia de un acuerdo parcial sobre
una posible metodología a emplear en la determinación de los criterios, al-
cance y cuantía de las asignaciones excepcionales a que se refiere el apartado
anterior.

3. En el caso de que, a la fecha de aprobación del presente Estatuto, no
hayan sido determinadas y canceladas en su totalidad las cuantías derivadas de
lo señalado en el apartado anterior, la Comisión Mixta establecerá, en el pla-
zo de dieciocho meses, los criterios, alcance y cuantía que conduzcan a la eje-
cución definitiva del mismo. En este supuesto, la aplicación de los acuerdos
adoptados se realizará en un plazo de tres años a partir de la entrada en vigor
del presente Estatuto.

4. En el procedimiento establecido en el apartado anterior, la Adminis-
tración General del Estado podrá otorgar anticipos a cuenta”.

En relación con la “deuda histórica” es preciso citar la Sentencia del Tri-
bunal Constitucional 13/2007, de 18 de enero, que ha desestimado el recurso
presentado por el Parlamento andaluz contra la Ley de Presupuestos Genera-
les del Estado de 1998. Dicho recurso se basó en dos argumentos: el primero,
que se había tomado como base para la financiación autonómica el censo de
1991 y no el actualizado de 1995 (mayor) y el segundo la no inclusión de una
partida para pagar la “deuda histórica” con Andalucía. Por lo que respecta al
primer argumento, el Tribunal lo desestima por entender que “no es sufi-
ciente la mera discrepancia política para tachar a la norma de arbitraria” y
porque “no puede apreciarse que carezca de toda justificación razonable la
opción del legislador, ya que, aun cuando pueda discreparse de ella, no cabe
duda de que no responde a capricho o mero voluntarismo, al ser consecuen-
cia de la inexistencia, en el momento de aprobarse el nuevo sistema de finan-
ciación, de un censo oficial diferente”. Según el Tribunal la utilización del
censo de 1991 “entra dentro del margen de configuración del que goza el le-
gislador en este ámbito”. Aunque no cabe duda de que existían otras alterna-
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tivas pudiendo haber concretado el legislador la variable población de acuer-
do con criterios diferentes (tomando como referencia, por ejemplo, los pa-
drones municipales, los censos electorales u otros índices acreditativos con fia-
bilidad de la población de hecho) el Tribunal concluye que a él no le corres-
ponde “interferirse en ese margen de apreciación ni examinar la oportunidad
de la medida legal para decidir si es la más adecuada o la mejor de las posi-
bles, sino sólo comprobar si no se ha sobrepasado ese margen de libertad cre-
ando una diferencia de trato irracional o arbitraria”. Hay un voto particular
que discrepa de esta interpretación del Tribunal firmado por el Magistrado
Pérez Tremps, quien considera que el legislador no debería haber ignorado el
censo de 1995 pues “no puede entrar en el margen de configuración del le-
gislador ni en su necesaria discrecionalidad para fijar opciones políticas igno-
rar un dato oficial”.

En relación con la segunda alegación del Parlamento andaluz, es decir, el
incumplimiento por parte del Estado de la previsión recogida en la disposición
adicional segunda del Estatuto de Autonomía de Andalucía, el supremo intér-
prete de la Constitución comienza en su Fundamento Jurídico 11 concretan-
do que “el problema que se somete a nuestra consideración desde esta última
perspectiva no es si la cuantía consignada en la Ley de presupuestos es o no su-
ficiente para atender la necesaria, en su caso, nivelación de servicios públicos
fundamentales, ni tampoco si la misma ha sido o no efectivamente liquidada,
sino única y exclusivamente si las asignaciones a las que hace referencia el
artículo 15 LOFCA (y que el Parlamento recurrente reconoce expresamente
que han sido consignadas en el instrumento presupuestario correspondiente
al ejercicio 1998) son algo distinto de aquéllas a las que se refiere la disposi-
ción adicional segunda del Estatuto de Autonomía para Andalucía, habida
cuenta que no existe reconocimiento o consignación de cantidad alguna al
amparo de esta última disposición estatutaria en la citada Ley 65/1997”.

A juicio del Tribunal estamos en presencia de un instrumento de finan-
ciación de las Comunidades Autónomas “de carácter extraordinario, que úni-
camente procede en aquellos supuestos en los que los restantes recursos o ins-
trumentos dirigidos a la financiación de las Comunidades Autónomas (en par-
ticular, los tributos cedidos y la participación en los tributos del Estado) re-
sulten insuficientes para garantizar la consecución de un nivel mínimo en la
prestación de aquellos servicios públicos que tengan la consideración de fun-
damentales”.

El Constitucional reconoce la «legitimidad constitucional» de las asigna-
ciones complementarias previstas en la disposición adicional segunda como
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un instrumento «excepcional» para la consecución de un nivel mínimo en
la prestación de determinados servicios» en Andalucía. Ahora bien, después
de reconocer la legitimidad de esta singularidad del Estatuto andaluz, el
Tribunal matiza que “no puede aceptarse que las asignaciones a las que se
refiere el Estatuto de Andalucía sean un recurso que el Estado deba con-
signar obligatoriamente en los presupuestos generales de cada ejercicio
económico”. Según el Tribunal, “esta interpretación no se compadece, ni
con el carácter excepcional o extraordinario de este mecanismo de finan-
ciación, ni con el hecho de que, tal y como sucedía en relación con la par-
ticipación en los ingresos del Estado, es a este último a quien corresponde
en exclusiva, atendiendo a la totalidad de los instrumentos para la finan-
ciación de las Comunidades Autónomas, a las necesidades de cada una de
éstas y a las posibilidades reales del sistema financiero del Estado, decidir si
procede dotar, en su caso, y en qué cuantía aquellas asignaciones en virtud
de la competencia exclusiva que sobre la materia le atribuye el art. 149.1.14
CE (hacienda general)”.

La primera conclusión que se extrae de este fallo es que el Tribunal
Constitucional reconoce la singularidad del Estatuto andaluz y la existen-
cia de una deuda. En segundo lugar, el Tribunal matiza que aunque este
mecanismo de financiación excepcional sea perfectamente constitucio-
nal, ello no implica que el Estado tenga que consignar obligatoriamente
en los Presupuestos estas asignaciones si previamente no se ha llegado a
un acuerdo sobre las mismas entre el Estado y la Comunidad Autónoma
en la correspondiente Comisión Mixta. Y en tercer término, el Tribunal
advierte que si bien la decisión de establecer dicha dotación le corres-
ponde al Estado “su actuación debe resultar presidida por el principio de
lealtad constitucional que, como hemos afirmado en un caso que presen-
ta alguna similitud con el ahora sometido a nuestro enjuiciamiento, “obli-
ga a todos”, y que impone que el Gobierno deba “extremar el celo por lle-
gar a acuerdos en la Comisión Mixta” (STC 209/1990, de 20 de diciem-
bre, FJ 4)”.
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